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Pereira, septiembre catorce de dos mil nueve
Expediente 66045-31-89-001-2007-00208-01  

Acta N° 460 de septiembre 14 de 2009
  



En la fecha,  siendo las cuatro y treinta de la tarde (4:30 p. m.), día y hora señalados para continuar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderado judicial por Ricardo Antonio Flórez Ramírez contra María Rubiola Restrepo Durango, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados. Se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el pasado 16 de febrero, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.
  



ANTECEDENTES




Por intermedio de mandatario judicial, solicitó el demandante que se decretara la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico celebrado con Maria Rubiola Restrepo Durango; que como consecuencia de ello, quedará suspendida la vida común de los cónyuges; que se inscribiera la sentencia de divorcio en el registro civil de matrimonio correspondiente; que se ordenara que los hijos Víctor Manuel y Lina Marcela continuaran bajo el cuidado del padre, y que se condenara en costas a la demandada.
  



Las pretensiones se fundamentaron en que la pareja contrajo matrimonio católico el 15 de abril de 1989; dentro de esa unión procrearon los hijos Víctor Manuel, de 17 años (hoy mayor de edad) y Lina Marcela Flórez Restrepo, de 13 años de edad; que por escritura pública número 326 del 26 de septiembre de 2006, otorgada en la Notaría Única del Círculo de Santuario, se llevó a cabo la liquidación de la sociedad conyugal; que la demandada abandonó su hogar y este municipio hace aproximadamente 1 año; que en la actualidad el demandante y su cónyuge han tenido una separación de hecho aproximadamente de un año sin que se espera una pronta reconciliación entre los mismos. 

  



La demanda fue admitida con auto del 3 de diciembre de 2007, se dispuso el traslado de rigor surtido por medio de curadora ad-litem, previo emplazamiento de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 318 del C. P. C., modificado por el 30 de la Ley 794 de 2004, y se ordenó la notificación al agente del Ministerio Público. La auxiliar de la justicia aceptó como ciertos los hechos que fueron probados por vía documental; los demás los remitió a pruebas sin oponerse a las pretensiones.
  



Programada la audiencia de que trata el artículo 430 del C. de P. Civil, por petición del apoderado judicial de la parte actora, no fue posible la conciliación; los hechos y pretensiones no sufrieron modificación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas, se corrió traslado a las partes para alegar, derecho del que hicieron uso, y posteriormente se profirió el fallo en el que halló el juzgado estructurada la causal de divorcio invocada, decisión que en vía de consulta se revisa al haber resultado adversa a la demandada. 

   



Surtido el trámite respectivo en esta sede, incluida la práctica de unas pruebas de oficio, se procede a decidir lo pertinente, previas las siguientes: 
  



CONSIDERACIONES
  



Concurren todos los presupuestos procesales en este asunto y no se vislumbra causal alguna que pueda invalidar la actuación.

  



La legitimación de las partes, tanto por activa como por pasiva, se infiere del certificado de registro civil de matrimonio allegado con la demanda y que obra a folio 2 del cuaderno principal, en el que consta que la boda se realizó el 15 de abril de 1989 por los ritos católicos.





Pretende el actor mediante esta acción obtener que se declare la cesación de los efectos civiles de dicho matrimonio, porque están dados los supuestos de la causal 2ª del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, que reformó el artículo 154 del C. Civil, esto es “... El grave e injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los deberes que la ley le impone como tales y como padres…”.





Para probar los supuestos de hecho, se recibieron las declaraciones de María Cecilia Flórez Ramírez y Carlos Enrique Rodríguez Flórez, hermana y amigo del demandante respectivamente. Pero, a decir verdad, estos deponentes, contrario a lo que dedujo el juzgado, no servían por sí solos de soporte a la decisión que se adoptó, porque en lo que era primordial para el asunto, esto es, el incumplimiento aducido, pasó por alto el juzgado la previsión del artículo 228 del C. de P. Civil, como que nada se hizo para que precisaran las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos por los que declararon; no basta el parentesco o la amistad que une a los testigos con el demandante para tener por acreditados ciertos hechos; se necesita más que ello, que los deponentes den cuenta del porqué saben que fue la demandante la que abandonó su hogar y le dio lugar a la causal alegada; como no se les indagó sobre ello, de sus dichos sólo se deduce que lo que saben les fue contado por el demandante o sus hijos.

  



Por eso, en esta sede se ordenó la recepción de los testimonios de los hijos de la pareja en conflicto, con los que sí se alcanza la certeza que se requiere sobre la existencia de la causal en que se apoya el divorcio. En efecto, Lina Marcela y Víctor Manuel Flórez Restrepo, como protagonistas directos del conflicto, fueron claros, precisos y responsivos al indicar que su señora madre abandonó totalmente, desde hace cuatro años aproximadamente, no sólo a Ricardo Antonio Flórez, sino a ellos, pues se alejó para vivir con otra persona, despreocupándose por completo de sus deberes, ya que desde su partida no han vuelto a tener el más mínimo contacto con ella, al punto que no saben dónde reside actualmente; afirmaron que quien vela por ellos es su señor padre, quien pese a que labora en el extranjero los dejó a cargo de su actual compañera y una hermana de él, enviando lo necesario para su debida manutención.
  



Son estas versiones dignas de todo crédito, no solo porque provienen de los hijos comunes de la pareja, sino de quienes han vivido en carne propia las consecuencias de la separación y han estado al lado de su padre y demás parientes ante la ausencia de la figura materna, lo que deja en evidencia el abandono a que los sometió la demandada, lo que lleva implícito el incumplimiento de sus obligaciones de madre y esposa, tanto en lo económico, como en lo afectivo, con olvido de que una de las que corresponden a los consortes es la de cohabitar, y brindarse apoyo mutuo, hecho inadvertido por la demandada, pues, relatan estos testigos, al unísono, que ésta optó por alejarse del hogar con otra pareja.
   



Había lugar, entonces, a acceder a las pretensiones incoadas, como lo hizo el juez de primera instancia, incluyendo, el abstenerse de declarar disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal formada por los consortes, porque mediante la escritura pública número 326 del 26 de septiembre de 2006 otorgada en la Notaría Única del Círculo de Santuario, tal hecho produjo efectos jurídicos.
    



La sentencia, por tanto, será confirmada, con la adición de que deberá negarse la pretensión segunda, sobre la que el juzgado no se pronunció, porque estando en trámite el proceso ello sería una medida provisional; y ya proferida la sentencia que hace cesar la obligación de los consortes de cohabitar, ningún sentido tendría autorizar dicha suspensión; así que se despachará desfavorablemente. 

  



No habrá condena en costas en esta instancia por el grado jurisdiccional que se resuelve.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía el 16 de febrero de 2009 , en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido por Ricardo Antonio Flórez Ramírez contra María Rubiola Restrepo Durango y se ADICIONA para negar la pretensión contenida en el ordinal segundo de la demanda.
Sin costas.

Lo aquí decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. 
No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

  



La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
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